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I. DATOS DE LA PETICIÓN  

Parte peticionaria: Carlos Roberto Rivera Sagastizado 

Presunta víctima: María Cristina Sagastizado, Carlos Roberto Rivera Sagastizado y 
Oscar Alexander Rivera Sagastizado 

Estado denunciado: El Salvador 

Derechos invocados: 
Artículo 5 (integridad personal), 8 (garantías judiciales) 11 
(protección de la honra y de la dignidad) y 25 (protección 
judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos1 

II. TRÁMITE ANTE LA CIDH2 

Presentación de la petición: 5 de mayo de 2008 
Información adicional recibida 

durante la etapa de estudio: 3 de mayo de 2008 

Notificación de la petición al Estado: 17 de mayo de 2013 
Primera respuesta del Estado: 5 de diciembre de 2013 

Observaciones adicionales de la 
parte peticionaria: 11 de mayo de 2015 

Observaciones adicionales del 
Estado: 14 de enero de 2016 

III.  COMPETENCIA  

Competencia Ratione personae: Sí 
Competencia Ratione loci: Sí 

Competencia Ratione temporis: Sí 

Competencia Ratione materiae: Sí, Convención Americana (depósito de instrumento de 
ratificación realizado el  23 de junio de 1978) 

IV.  DUPLICACIÓN DE PROCEDIMIENTOS Y COSA JUZGADA INTERNACIONAL,  
CARACTERIZACIÓN, AGOTAMIENTO DE LOS RECURSOS INTERNOS Y PLAZO DE PRESENTACIÓN 

Duplicación de procedimientos y 
cosa juzgada internacional: No 

Derechos declarados admisibles: 

Artículos 5 (integridad personal), 8 (garantías judiciales), 25 
(protección judicial) y 26 (derechos económicos, sociales y 
culturales) de la Convención Americana, en relación con su 
artículo 1.1  

Agotamiento de recursos internos o 
procedencia de una excepción: Sí, el 30 de abril de 2015 

Presentación dentro de plazo: Sí, el 5 de mayo de 2008 

V.  HECHOS ALEGADOS  

1. El Sr. Carlos Roberto Rivera Sagastizado (en adelante “el peticionario” o “el Sr. Rivera”), 
alega que el Estado salvadoreño violó su derecho a la integridad personal, en conexión con sus derechos a la 
protección de la honra y de la dignidad, garantías judiciales y protección judicial, en razón de las “afectaciones 
psíquicas” que sufrió a raíz de la separación de su madre, la Sra. María Cristina Sagastizado (en adelante la 
“Sra. Sagastizado”), del cargo de Jueza de Paz del municipio de Jocoaitique. El Sr.  
                                                                                 
 1 En adelante “la Convención” o “la Convención Americana”. 
 2 Las observaciones de cada parte fueron debidamente trasladadas a la parte contraria. 
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Rivera indica además que su hermano, Oscar Alexander Rivera Sagastizado, también mayor de edad, es al 
igual que él presunta víctima de los hechos denunciados.  

2. El peticionario señala que su madre completó estudios de ciencias jurídicas en 1994 en una 
universidad privada y recibió su licencia de abogada el 22 de febrero de 1995 mediante Acuerdo No. 38-D de 
la Corte Suprema de Justicia. Posteriormente, luego de ingresar a la carrera judicial fue nombrada Jueza de 
Paz mediante acuerdo No. 189-A del 28 de mayo de 1999. No obstante, a raíz de noticias difundidas en 2001 
de que abogados que trabajaban en el Poder Judicial poseían títulos falsos o que habían sido obtenidos con  
irregularidades, la Fiscalía General de la República ejerció acciones penales contra varios profesionales del 
derecho.  

3. En este contexto, el 25 de septiembre de 2001 la Fiscalía General de la República inició una 
investigación penal contra la Sra. Sagastizado por el delito de uso y tenencia de documento falso. Sin embargo, 
luego de las actuaciones procesales correspondientes, el 8 de abril de 2002 el Juzgado Sexto de Instrucción 
ordenó su sobreseimiento definitivo, por considerar que los hechos imputados a la Sra. Sagastizado no 
constituían delitos. Decisión favorable que fue luego confirmada por  el Juzgado Quinto de Sentencia mediante 
sentencia del 5 de febrero de 2004, y finalmente por la Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia 
mediante resolución de 16 de julio de 2004. Con dicha decisión la absolución adquirió fuerza de cosa juzgada. 

4. Paralelamente, el 18 de octubre de 2001 la Corte Suprema de Justicia ordenó la apertura de 
una investigación administrativa respecto de la idoneidad profesional de la Sra. Sagastizado, con base en el 
artículo 54-A de la Ley de Carrera Judicial, que permite la inmediata suspensión del funcionario de su cargo 
mientras se desarrolla dicha investigación. Contra esta decisión administrativa la Sra. Sagastizado interpuso 
un recurso de revocatoria el 24 de octubre de 2001, que fue declarado sin lugar el 10 de enero de 2002. 
Frente a esta decisión, la ex jueza interpuso una acción de amparo el 5 de marzo de 2002, la cual fue 
declarada improcedente por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia mediante resolución 
del 17 de mayo de 2002. A partir de esta decisión desfavorable que avalaba el inicio de la investigación, la Sra. 
Sagastizado habría quedado formalmente suspendida de sus funciones sin goce de sueldo.  

 
5. No obstante, el 27 de agosto de 2004, luego de la referida resolución favorable de la Sala de 

lo Penal de la Corte Suprema de Justicia de 16 de julio de 2004, la Sra. Sagastizado presentó una petición ante 
la Corte Suprema de Justicia para que ordenara su restitución al cargo de jueza, y que se le pagaran los 
salarios caídos durante los más de dos años que duró el proceso penal. El 5 de enero de 2005 la Corte 
Suprema de Justicia estableció que, como el proceso administrativo se encontraba pendiente de una 
resolución final, su solicitud de reintegro sería evaluada con motivo de dicha decisión. Señala el peticionario 
que, por lo tanto, no se restituyó a su madre en el cargo de jueza y no se le pagaron los salarios no percibidos. 
Posteriormente, la Sra. Sagastizado presentó un recurso de revocatoria el 15 de abril de 2005 y dos escritos 
formales de impulso procesal el 27 de septiembre y el 1 de noviembre de 2005 solicitando se tomara una 
decisión en su proceso. El 16 de febrero de 2006 un grupo de funcionarios de la Corte Suprema de Justicia, en 
solidaridad con la Sra. Sagastizado, presentaron también una solicitud para que se adoptara una decisión en 
este proceso.   

6. El Sr. Rivera alega que la salud de su madre se deterioró cuando le diagnosticaron cáncer de 
mama, puesto que necesitaba un tratamiento especializado, el cual debía ser proveído por el Instituto 
Salvadoreño del Seguro Social, al cual la Sra. Sagastizado no tuvo acceso por haber dejado de cotizar al estar 
suspendida de sus funciones. Frente a esta situación, y dada su condición económica desfavorable, la Sra. 
Sagastizado no habría podido recibir el tratamiento médico adecuado ni seguir la dieta especial que su 
condición ameritaba. El peticionario alega que, como resultado, falleció en agosto de 2006.  

7. El peticionario indica que el 9 de octubre de 2006 el Instituto de Derechos Humanos de la 
Universidad Centroamericana presentó, en apoyo a los peticionarios, una solicitud a la Corte Suprema de 
Justicia pidiéndole emitir una decisión favorable en el proceso de la Sra. Sagastizado para “limpiar su buen 
nombre” y reconocer los sueldos dejados de percibir. Ante la falta de respuesta, el peticionario presentó una 
nueva comunicación el 16 de julio de 2007. 
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8. El peticionario alega que su madre fue objeto de un trato desigual ya que a otros jueces en 
situación similar se les absolvió de responsabilidad administrativa reintegrándolos a sus puestos. Aduce que 
el retardo injustificado de la Corte Suprema de Justicia en adoptar una decisión respecto de la investigación 
administrativa de su madre causó daños irreparables en su familia. En este sentido, el peticionario aduce que 
la muerte de su madre pudo evitarse de haber recibido la atención médica apropiada, a la cual no tuvo acceso 
debido a su alegada suspensión arbitraria y retraso en el proceso administrativo. Además, que el Estado no 
pagó los beneficios económicos que le correspondían a él y a su hermano, como son el seguro de vida y 
salarios caídos de la Sra. Sagastizado. Igualmente, el peticionario aduce que tanto él como su hermano 
acompañaron en todo momento a su madre en los procesos judiciales.    

9. Por su parte, el Estado salvadoreño subraya que la Constitución de la República establece las 
atribuciones de la Corte Suprema de Justicia, una de las cuales es nombrar a los jueces de paz; y que dicha 
función está regulada en la Ley de Carrera Judicial. En este sentido, alega que el procedimiento administrativo 
seguido a la Sra. Sagastizado se desarrolló respetando la garantía de audiencia, juez competente e imparcial, 
principio de legalidad, y que en todo momento se le garantizó su derecho a ser oída y a presentar recursos 
judiciales. 

10. En su respuesta del 5 de diciembre de 2013, el Estado hace referencia a una nota oficial de la 
Corte Suprema de Justicia emitida con motivo de la presente petición. En dicha nota la Corte señala que se 
habían nombrado comisiones especiales para abordar el estudio de las resoluciones dictadas por la anterior 
conformación de la Corte respecto a los casos de alegados títulos irregulares denunciados por la Fiscalía 
General de la República. La nota indica que “para el caso específico del fallecimiento de la licenciada 
Sagastizado se ha discutido su situación particular sin que haya un pronunciamiento a la fecha”. 
Posteriormente, en su última comunicación del 14 de enero de 2016, el Estado informa que la Corte Suprema 
de Justicia, mediante resolución del 30 de abril de 2015, decidió no continuar el trámite del expediente de la 
Sra. Sagastizado dado su fallecimiento, ordenándose su archivo.  

11. Con relación a la reclamación de los hijos de la Sra. Sagastizado sobre el seguro de vida de 
ésta, el Estado alega que los herederos debían demostrar su calidad de tales de acuerdo con el procedimiento 
legal correspondiente, como requisito previo a que la Corte Suprema de Justicia procediera al trámite de tal 
solicitud. Igualmente, señaló con respecto al cobro de los salarios caídos, que a la fecha los herederos de la 
Sra. Sagastizado no habían iniciado proceso alguno en los tribunales internos para el cobro de los mismos, 
considerando que se trata de derechos de naturaleza laboral.   

VI. ANÁLISIS DE AGOTAMIENTO DE LOS RECURSOS INTERNOS Y PLAZO DE 
PRESENTACIÓN 

12. Con respecto a los procesos judiciales internos seguidos en relación con los hechos 
planteados en la petición, la Comisión observa lo siguiente:  

(a)  El proceso penal seguido contra la Sra. Sagastizado desde 2001 finalizó de forma favorable a 
ésta con la resolución de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia del 16 de julio de 2004. A este respecto 
el peticionario no formula alegatos sobre eventuales violaciones cometidas en perjuicio de la Sra. Sagastizado.  

(b)  En el proceso administrativo iniciado contra la Sra. Sagastizado en 2001, se observa que ésta 
presentó diversos recursos dirigidos a cuestionar el inicio del mismo y su suspensión sin derecho a sueldo del 
cargo de jueza de paz, tales como un recurso de revocatoria y una acción de amparo, siendo esta última 
rechazada el 17 de mayo de 2002 por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Luego de la 
absolución en el proceso penal, la Sra. Sagastizado solicitó formalmente su reinstalación en el cargo y la 
finalización del proceso administrativo en 2004 y 2005. Luego de su deceso, los familiares solicitaron la 
conclusión del proceso, siendo las últimas solicitudes presentadas a mediados de 2007. Según información 
aportada por el Estado, el 30 de abril de 2013 la Corte Suprema de Justicia decidió archivar el trámite del 
expediente administrativo seguido contra la Sra. Sagastizado dado su fallecimiento. Por lo tanto, el proceso 
administrativo finalizó formalmente el 30 de abril de 2016, agotándose con ello la vía interna. Con base en 
ello, y tomando en cuenta que la petición fue recibida en la CIDH el 5 de mayo de 2008, la Comisión concluye 
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que la misma cumple con los requisitos de agotamiento de los recursos internos y plazo de presentación 
establecidos en los artículos 46.1.a y 46.1.b de la Convención, con respecto a este extremo.  

(c)  Finalmente, con respecto a la alegada falta de pago a favor del peticionario y de su hermano 
de las prestaciones correspondientes al seguro de vida y salaries caídos de su madre, el Estado plantea que 
aquellos no han acudido a las vías judiciales y administrativas a fin de solicitar el cobro de los mismos por 
medio de los procedimientos establecidos a tal efecto. En este sentido, la Comisión observa que el 
peticionario no ha presentado argumentos o información que desvirtúe este alegato. Igualmente, del examen 
del expediente de la petición no surge que el peticionario haya realizado gestiones judiciales tendientes al 
reclamo de estas sumas de dinero. Por lo tanto, la Comisión considera que, con relación a este alegato, no se 
han agotado los recursos internos en los términos del artículo 46.1.a de la Convención Americana.  

VII. ANÁLISIS DE CARACTERIZACIÓN DE LOS HECHOS ALEGADOS 

13. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza 
del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que, de ser probados los alegatos relativos a la 
suspensión arbitraria del cargo de Jueza de Paz de la Sra. Sagastizado y la prolongación excesiva del proceso 
administrativo seguido en su contra, así como su falta de acceso a los servicios médicos necesarios como 
consecuencia de lo anterior, los mismos podrían caracterizar violaciones de los derechos establecidos en los 
artículos 5 (integridad personal), 8 (garantías judiciales), 25 (protección judiciales) y 26 (derechos 
económicos, sociales y culturales) de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de 
la Sra. María Cristina Sagastizado. Asimismo, los hechos alegados podrían caracterizar violaciones a los 
derechos establecidos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, 
en perjuicio de Carlos Roberto Rivera Sagastizado y Oscar Alexander Rivera Sagastizado.  

14. El artículo 26 de la Convención hace una referencia general a los derechos económicos, 
sociales y culturales, y que estos deben ser determinados en conexión con la Carta de la OEA, por lo que este 
instrumento será tomado en cuenta en la etapa de fondo. Además, conforme a su práctica constante y en 
virtud de las reglas de interpretación previstas en el artículo 29 de la Convención, a efectos de determinar el 
alcance y contenido del artículo 26 de la Convención Americana en el caso particular, en dicha etapa la 
Comisión también considerará otros instrumentos relevantes de los cuales el Estado concernido es parte. 

15. En cuanto al reclamo sobre la presunta violación del artículo 11 (derecho a la protección de 
la honra y de la dignidad) de la Convención Americana; la Comisión observa que los peticionarios no han 
ofrecido alegatos o sustento suficiente que permita considerar prima facie su posible violación. 

 
VIII.  DECISIÓN 
 
1. Declarar admisible la presente petición en relación con los artículos 5, 8, 25 y 26 de la 

Convención Americana, en conexión con su artículo 1.1;  

2. Declarar inadmisible la presente petición en relación con el artículo 11 de la Convención 
Americana; y 

3. Notificar a las partes la presente decisión; continuar con el análisis del fondo de la cuestión; 
y publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos. 

 Aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a los 24 días del mes de agosto de 
2018.  (Firmado): Margarette May Macaulay, Presidenta; Esmeralda E. Arosemena Bernal de Troitiño, 
Primera Vicepresidenta; Luis Ernesto Vargas Silva, Segundo Vicepresidente; Francisco José Eguiguren Praeli, 
Joel Hernández García, Antonia Urrejola, y Flávia Piovesan, Miembros de la Comisión. 

  


